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RESOLUCIÓN 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018. 

 Los peticionarios, Vaquería Tres Monjitas, Inc. (Tres Monjitas) y 

Suiza Dairy, Inc. (Suiza) y solicitan nuestra intervención a los fines de que 

revoquemos la Resolución notificada el 19 de abril de 2018 por el Tribunal 

de Primera Instancia, Sala de San Juan (TPI). Mediante el referido 

dictamen, el TPI denegó la solicitud de los peticionarios para celebrar una 

vista evidenciaria con motivo de procurar la descertificación de la clase 

demandante en el pleito de epígrafe.  

 Adelantemos que, por los fundamentos que exponemos a 

continuación, denegamos la expedición del auto solicitado.  

I 

 El pleito que atendemos inició en el año 1999. A casi veinte años 

de su génesis, su fin aún no se vislumbra. En el trayecto, se ha generado 

un voluminoso expediente y múltiples dictámenes a nivel apelativo, 

incluyendo la Opinión del Tribunal Supremo de Puerto Rico en Guzmán, 

Juarbe v. Vaquería Tres Monjitas, 169 DPR 705 (2006). Hoy nos 

corresponde examinar el más reciente de los autos discrecionales 

promovidos en este caso y determinar si debemos imponer nuestro 

criterio sobre una determinación interlocutoria emitida en el pleito. Según 

adelantamos, esa interrogante la contestamos en la negativa. Empero, no 
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empece a que nuestras normas procesales expresamente reconocen 

nuestra facultad para denegar un auto de certiorari sin necesidad de 

consignar los fundamentos para ello1, estimamos prudente exponer el 

marco fáctico pertinente únicamente al asunto ante nuestra 

consideración. Veamos.  

 En el año 1999, los señores José Guzmán Matías y Rafael Juarbe 

De Jesús, por sí y en representación “de todas las personas que 

adquirieron y consumieron durante un período de varios años con 

anterioridad a diciembre de 1998 leche fresca adulterada sin saberlo”2 

presentaron una acción en daños y perjuicios contra los peticionarios. 

Para ello, solicitaron una certificación de clase a tenor con la Regla 20 de 

Procedimiento Civil 3 y la Ley Núm. 118 de 25 de junio de 1971, conocida 

como la “Ley de acción de clase para consumidores de bienes y servicios” 

32 LPRA secs. 3341-3344 (Ley Núm. 118). El TPI denegó la certificación, 

el Tribunal de Apelaciones confirmó y, finalmente, el Tribunal Supremo de 

Puerto Rico revocó en Guzmán, Juarbe v. Vaquería Tres Monjitas, 169 

DPR 705 (2006). El caso fue devuelto al TPI y, conforme a lo resuelto en 

Guzmán, el pleito quedó finalmente certificado como uno de clase en el 

año 2009.  

 De ese modo, la clase demandante, aquí parte recurrida (también 

Clase), quedó definida y compuesta por aquellos consumidores quienes, 

durante el período del 30 de abril de 1998 al 30 de abril de 1999, 

compraron y pagaron como “leche fresca” leche adulterada con agua y 

sal, según fuera elaborada, procesada y vendida por Suiza y Tres 

Monjitas. Como suele suceder en este tipo de litigación compleja, el pleito 

                                                 
1 La Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 34 LPRA Ap. V, R. 52.1, dispone, en parte, que 
“[a]l denegar la expedición de un recurso de certiorari…el Tribunal de Apelaciones no 
tiene que fundamentar su decisión […]”. Véase, además, Vélez Rosario v. Class 
Sánchez, 198 DPR 870, 877 (2017):  

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil de 2009…fue objeto de cambios 
fundamentales dirigidos a evitar la revisión judicial de aquellas órdenes o 
resoluciones que dilataban innecesariamente el proceso pues pueden 
esperar a ser revisadas una vez culminado el mismo, uniendo su 
revisión al recurso de apelación…cuando el Tribunal de Apelaciones 
deniegue la expedición del auto de certiorari, no tiene la obligación de 
fundamentar su decisión. 

2 Petición de certiorari, pág. 4. 
3 Para entonces 32 LPRA Ap. III, R. 20.  
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se bifurcó en dos (2) etapas adjudicativas. En primer término, 

correspondía atender y resolver el asunto relacionado a la alegada 

negligencia de los peticionarios. Luego, de ser necesario, se atendería lo 

relativo a la determinación de los daños sufridos y su respectiva 

valoración.  

 En cuanto a las teorías de negligencia esbozadas por la Clase, 

esta alegó, inter alia, haber pagado leche adulterada con agua y sal a un 

precio mayor a su justo valor, lo que injustificadamente redundó en un 

beneficio económico para la parte peticionaria. Luego de numerosos 

incidentes procesales, incluyendo un extenso descubrimiento de prueba 

relacionado a la primera controversia, el 4 de agosto de 2014, el TPI 

coincidió con la Clase.4 Dicho foro encontró a Suiza y Tres Monjitas 

incursas en responsabilidad civil extracontractual en virtud de los Artículos 

1802-1803 del Código Civil, 31 LPRA secs. 5141- 5142, según 

interpretados bajo la doctrina de responsabilidad absoluta u objetiva en 

casos de productos defectuosos.  

 En síntesis, el foro primario concluyó que tanto Suiza como Tres 

Monjitas: (1) recibieron, procesaron y pusieron en el mercado leche 

adulterada con agua y sal; (2) que la indetección de los adulterantes 

obedeció “a la negligencia, dejadez y laxitud” con la que los laboratorios 

de ambas empresas realizaban las pruebas químicas y físicas de la leche 

que recibieron; (3) que ambas empresas tampoco utilizaron los equipos y 

procedimientos más modernos que existían para dicho período; (4) que la 

leche adulterada, en vez de ser decomisada, fue vendida a los 

consumidores, quienes pagaron por la misma más de justo valor.5  

 Habiéndose concluido lo anterior, el TPI dio paso a la segunda 

etapa del litigio, a saber, “[d]eterminar los daños sufridos por los 

                                                 
4 Véase, Apéndice del certiorari, págs. 26-100. (Resolución emitida el 4 de agosto de 
2014 y notificada el día 6 del mismo mes y año).  
5 Apéndice del certiorari, págs. 99-100. Además, el TPI concluyó que, en el caso de 
Suiza, esta violentó su propio reglamento al “reprocesar” la leche adulterada, ocasionado 
que “en lugar de ‘arreglar’ la leche adulterada con agua, lo que hizo fue dañar la leche 
que estaba dentro de los parámetros al utilizarla en el llamado ‘reproceso’”. Id. pág. 99.   
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demandantes y la clase que estos representan”.6 En este caso, el 

resarcimiento económico se limita exclusivamente a lo pagado en exceso 

por la leche adulterada, toda vez que la Clase desistió de la acción por 

angustias mentales. Es decir, las partes están de acuerdo en que solo los 

daños económicos están en controversia.  

 Así las cosas, el 31 de mayo de 2017, los peticionarios presentaron 

un escrito intitulado Moción urgente para que se señale la vista 

evidenciaria para la descertificación de la clase.7 Adujeron, entre otros 

extremos, que el pleito debía descertificarse y que los daños económicos 

fueran adjudicados individualmente para cada demandante. En síntesis, 

los peticionarios argumentaron que la prueba descubierta en este caso 

dejaba claro que el consumo de leche de los miembros de la Clase varió 

de hogar en hogar durante el período en controversia. Según la teoría de 

los peticionarios, la alegada disparidad en el consumo de leche por los 

miembros de la Clase se apartaba del requisito de que los asuntos 

comunes entre dichos miembros predominen sobre sus asuntos 

individuales, según lo exige la Regla 20.2 (c) de Procedimiento Civil, 32 

LPRA Ap. V, R. 20.2 (c).    

 Además, los peticionarios agregaron que lo anterior hacía 

necesario adjudicar los daños económicos caso a caso, pues lo contrario 

equivaldría a la imposición de una cuantía aleatoria y/o arbitraria que, en 

última instancia, daría un matiz punitivo a la indemnización. Ello, en clara 

inobservancia al propósito reparador del Artículo 1802 de nuestro Código 

Civil, supra. Y es que, según los peticionarios, el modelo de daños 

económicos propuesto por los peritos de la Clase “[n]o tom[ó] en cuenta 

los diferentes hábitos de consumo de leche grado ‘A’ por los miembros de 

la [C]lase durante el período relevante”.8 Por ello, apuntalaron que el 

modelo propuesto “[n]o solo llevaría al irracional de adjudicarle a cada 

miembro de la [C]lase idéntica indemnización por concepto de pérdida 

económica [,] sino que rallaría en lo especulativo y conllevaría además 

                                                 
6 Id., pág. 100.  
7 Id., págs. 101-124.  
8 Id., pág. 118.  
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una increíble extrapolación, improcedente e impermisible además como 

cuestión de derecho.”9 

 El 6 de julio de 2017, la Clase refutó las contenciones de los 

peticionarios.10 En primer término, recordó al TPI que el planteamiento 

aducido por los peticionarios no era nuevo, ya que lo habían esbozado en 

una moción in limine el 23 de marzo de 2016. En la referida moción, los 

peticionarios habían solicitado la exclusión del Informe Pericial de la 

Clase, argumentando que la metodología del modelo de daños allí 

propuesto no era susceptible de medir los daños reales de todos los 

miembros de la Clase, ya que, entre otras razones, no cumplía con los 

requisitos de la Regla 20.2 (c) de Procedimiento Civil, supra, ni con los 

parámetros establecidos en el caso normativo federal de Comcast Corp. 

v. Behrend, 569 US 27 (2013). Dicha moción in limine fue denegada por 

el TPI y tanto el Tribunal de Apelaciones, como el Tribunal Supremo, 

declinaron su revisión.11 

 Asimismo, la Clase aprovechó la comparecencia para expresarse, 

por segunda ocasión, en torno a los méritos de la solicitud de los 

peticionarios. Entre sus argumentos, la Clase expresó que el 

planteamiento sobre la alegada imprecisión del modelo económico 

propuesto por estos era frívolo. Argumentó que, contrario a la premisa de 

los peticionarios, la controversia económica del pleito versaba en 

determinar cuánto dinero Suiza y Tres Monjitas cobraron ilegalmente de 

la Clase, no cuánto daño económico sufrieron los miembros de la clase. 

En ese sentido, la Clase arguyó que el modelo económico propuesto, 

basado en la doctrina del recobro fluido o fluid recovery, era el más 

apropiado para el caso.12  

 Los peticionarios replicaron13 y, el 13 de abril de 2018, el TPI 

celebró una vista argumentativa para discutir las mociones ante su 

consideración. Celebrada la misma, el 19 de abril de 2018, dicho foro 

                                                 
9 Id., pág. 119. (Énfasis en el original.)  
10 Id., págs. 168-186.  
11 KLCE201801148 y CC-16-1083, respectivamente.  
12 Apéndice del certiorari, pág. 174. 
13 Id., págs. 186.001-186.023. 
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notificó la Resolución recurrida y denegó la solicitud de vista evidenciaria 

para la descertificación de la Clase.14 Varias consideraciones legales 

motivaron la determinación.  

 De entrada, haciendo eco de los pronunciamientos del Tribunal 

Supremo en este caso, el TPI reiteró que los criterios para el 

sostenimiento de la Clase, según emanan de nuestras Reglas de 

Procedimiento Civil, deben evaluarse en sintonía con el lenguaje e 

intención legislativa de la Ley Núm. 118, supra, cuyo objetivo expreso es:  

[a]lentar que lleguen al Tribunal aquellas reclamaciones que 
por tratarse de cuantías insignificantes a nivel individual 
realmente no motivan la comparecencia de los 
consumidores individuales al tribunal, pero que a nivel 
colectivo o grupal resultan muy importantes.15 
 

 Conforme a lo anterior, el TPI recordó a las partes lo ya resuelto 

por nuestro tribunal de última instancia, donde se expresó lo siguiente:  

Concluimos que la acción de clase propuesta por los 
peticionarios cumplió con todos los requisitos dispuestos en 
la Regla 20 de las de Procedimiento Civil y por tanto con los 
requisitos de la Ley 118 en cuanto a la identidad de la clase. 
Es decir, los peticionarios demostraron que en el marco de 
la clase propuesta las cuestiones comunes predominaron 
sobre las individuales y la acción de clase constituye un 
medio superior a otros para atender las presentes 
reclamaciones.16  
 

 Por tanto, el TPI resolvió que correspondía a los peticionarios 

convencer a dicho de foro del surgimiento de algún cambio real en las 

circunstancias del caso que “[d]emostrara el incumplimiento sustantivo de 

varios requisitos del pleito de clase y que, como consecuencia, la acción 

de clase no constitu[ía] un medio superior para atender las presentes 

reclamaciones”.17 Sin embargo, el foro primario concluyó que los 

peticionarios no presentaron tal prueba. Ello así, toda vez que entendió 

que la solicitud incoada por estos no era más que una reproducción de los 

argumentos previamente esbozados en la moción in limine que ya se 

había denegado y cuya revisión ambos foros apelativos denegaron. Dicho 

                                                 
14 Id., págs. 187-198.  
15 Id., pág. 191. (Citando a Guzmán, Juarbe v. Vaquería Tres Monjitas, supra, pág. 723.) 
16 Id., pág. 192. (Citando a Guzmán, Juarbe v. Vaquería Tres Monjitas, supra, pág. 735.) 
17 Id., pág. 195.  
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de otro modo, el TPI razonó que los peticionarios no habían presentado 

ningún argumento nuevo que motivara variar lo ya resuelto.  

 Por igual, el TPI descartó el planteamiento de los peticionarios 

sobre la alegada falta de confiabilidad del modelo de resarcimiento 

económico propuesto por la Clase y expresó que tal contención no era 

suficiente para justificar la descertificación pretendida. Sobre ello, discutió 

en primer término el alcance de lo resuelto en Comcast v. Behrend, supra, 

toda vez que la contención de los peticionarios descansaba en gran 

medida en dicho pronunciamiento. Así, por ejemplo, aclaró que el caso de 

Comcast reconoció que un modelo para el cálculo de los daños no tiene 

que ser matemáticamente exacto, sino que debe ser consistente con la 

teoría del caso adelantado por la Clase y avalado por el TPI. Aplicado lo 

anterior al pleito de autos, el TPI razonó que la teoría de la Clase 

consistió en que sufrieron un daño económico al comprar leche 

adulterada por un precio mayor a su justo valor. Al evaluar el modelo 

propuesto por la Clase, el cual se basó en los principios de recobro fluido, 

el TPI validó el mismo tras concluir lo siguiente:  

Se basó en determinaciones de hecho realizadas por este 
Tribunal [TPI] y distintos parámetros que surgen de las 
estadísticas de los consumidores como patrones de 
consumo. A pesar de que las partes codemandadas Suiza y 
[Tres Monjitas] expresaron en una Moción urgente que el 
cálculo no consideraba la frecuencia de los hábitos de 
consumo, durante la vista argumentativa, no refutaron la 
aseveración de la parte demandante cuando señaló que el 
cálculo de su perito sí había tomado en consideración 
dichos patrones. [E]l representante legal de la 
Clase…explicó que el método para calcular los daños se 
hizo a base de las determinaciones de hechos, calculando la 
cantidad de leche que llegó a los consumidores en el 
período pertinente proveniente de las plantas 
codemandadas y que llegaron al consumidor porque fue 
vendida. Usaron estadísticas en Puerto Rico y se 
consideraron los índices de precios al consumidor (IPC). 18 
 

 De ese modo, el TPI resolvió que el modelo propuesto para 

cuantificar el daño económico era compatible con el caso. Sin embargo, 

antes de concluir, el foro a quo tuvo la ocasión para expresarse en torno 

al contrasentido que presuponía avalar la teoría de los peticionarios, 

                                                 
18 Id., pág. 196.  
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descertificar la Clase y exigirle a cada uno de sus miembros a que 

demostrara el daño económico que sufrió en su caso. El TPI expresó lo 

siguiente:  

Somos del criterio que una litigación individual de los 
consumidores posiblemente acarrearía los mismos 
problemas que trata[n] de evitar [los peticionarios] con sus 
argumentos, ya que, es difícil exigirles [a cada miembro de 
la Clase] que demuestren exactamente qué tamaño de 
leche compraron durante el período del 30 de abril de 1998 
al 30 de abril de 1999, entre otros escollos que tendrían los 
consumidores demandantes individuales.19 
 

 En desacuerdo con lo resuelto, los peticionarios solicitaron la 

reconsideración del dictamen. Mediante una resolución notificada el 18 de 

julio de 2018, el TPI denegó su pedido.   

 Oportunamente, estos comparecieron ante este Foro mediante el 

recurso discrecional de referencia. En el mismo, nos invitan a revocar la 

determinación recurrida conforme a los siguientes señalamientos de error:  

1. El Tribunal de Primera Instancia erró al prejuzgar la 
controversia sobre descertificación de la clase e 
imponerles a las Peticionarias el peso de la prueba sin 
señalar una vista evidenciaria. 
 

2. El Tribunal de Primera Instancia erró al concluir que la 
solicitud de descertificación no fue oportuna y negarse a 
considerar si en esta segunda etapa del pleito la 
reclamación de la clase todavía cumple con los 
requerimientos de certificación establecidos en las 
Reglas de Procedimiento Civil. 

 
3. El Tribunal de Primera Instancia erró al concluir que 

prematuramente que los daños reclamados en este caso 
bajo el Art. 1802 del Código Civil de Puerto Rico pueden 
ser probados y distribuidos mediante métodos de fluid 
recovery o cy pres. 

 
4. El Tribunal de Primera Instancia erró al resolver que el 

propósito de la reclamación de epígrafe es “castigar” a 
las peticionarias y/o evitar que su conducta “quede 
impune”.  

 
II 

 El auto de certiorari “[e]s el vehículo procesal extraordinario 

utilizado para que un tribunal de mayor jerarquía pueda corregir un error 

de derecho cometido por un tribunal inferior”. Pueblo v. Colón, 149 DPR 

630, 637 (1999). Es un mecanismo procesal que se utiliza “[p]ara revisar 

                                                 
19 Id., pág. 197.  
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tanto errores de derecho procesal como sustantivo”. Id. En lo pertinente al 

caso que nos ocupa, la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra, dispone 

lo siguiente:   

El recurso de certiorari para revisar resoluciones u órdenes 
interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera Instancia, 
solamente será expedido por el Tribunal de Apelaciones 
cuando se recurra de una resolución u orden bajo las 
Reglas 56 y 57 o de la denegatoria de una moción de 
carácter dispositivo. No obstante, y por excepción a lo 
dispuesto anteriormente, el Tribunal de Apelaciones podrá 
revisar órdenes o resoluciones interlocutorias dictadas por el 
Tribunal de Primera Instancia cuando se recurra de 
decisiones sobre la admisibilidad de testigos de hechos o 
peritos esenciales, asuntos relativos a privilegios 
evidenciaros, anotaciones de rebeldía, en casos de 
relaciones de familia, en casos que revistan interés público o 
en cualquier otra situación en la cual esperar a la apelación 
constituiría un fracaso irremediable de la justicia. Al 
denegar la expedición de un recurso de certiorari en 
estos casos, el Tribunal de Apelaciones no tiene que 
fundamentar su decisión.   
 
Cualquier otra resolución u orden interlocutoria expedida por 
el Tribunal de Primera Instancia podrá ser revisada en el 
recurso de apelación que se interponga contra la sentencia 
sujeto a lo dispuesto en la Regla 50 sobre los errores no 
perjudiciales. (Énfasis nuestro.) 
 

 Por su parte, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones contiene los siete (7) criterios que han de guiar nuestra 

determinación de expedir o no el referido auto discrecional. Estos son:  

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho   
 
(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema   
 
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 
Primera Instancia   
 
(D) Si el asunto planteado exige consideración más detenida 
a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 
elevados, o de alegatos más elaborados   
 
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 
es la más propicia para su consideración   
 
(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
no causa un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio   
 
(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia.  
 
4 LPRA Ap. XXII-B R.40.   
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 Conforme a lo anterior, debemos evaluar “tanto la corrección de la 

decisión recurrida, así como la etapa del procedimiento en que es 

presentada, a los fines de determinar si es la más apropiada para 

intervenir y no ocasionar un fraccionamiento indebido o una dilación 

injustificada del litigio”. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 

97 (2008). Recordemos que la discreción judicial “no se da en un vacío ni 

en ausencia de otros parámetros”, sino que, como Tribunal revisor, 

debemos ceñirnos a los criterios antes citados. IG Builders et al v. 

BBVAPR, 185 DPR 307, 338 (2012), citando a Rivera Figueroa v. Joe’s 

European Shop, 183 DPR 580, 596 (2011). Si luego de evaluar los 

referidos criterios, este tribunal decide no expedir el recurso, podemos 

fundamentar nuestra determinación, mas no tenemos la obligación de así 

hacerlo. Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra. 

III 

 En esencia, los peticionarios argumentan que procede la 

descertificación de este pleito de clase. Sostienen que dicho mecanismo 

procesal ya no es adecuado para ventilar lo relativo a la determinación y 

valoración de los daños económicos alegadamente sufridos por la Clase. 

Amparan su contención en el hecho que, durante el período en cuestión, 

no existió un patrón uniforme de consumo de leche entre los miembros de 

la Clase. De ese modo, son del criterio que, en esta etapa del litigio, la 

cuestión común entre los miembros de la Clase -el que hubieran 

comprado leche adulterada durante el período indicado- es inferior a las 

cuestiones que afectan a cada uno de sus miembros, a saber, la cantidad 

de leche que compraron, consumieron y, más importante, cuánto dinero 

perdieron como resultado.  

Lo anterior, según los peticionarios, contraviene los requisitos de 

“predominancia y superioridad” exigidos en la Regla 20.2 (c) de 

Procedimiento Civil, supra. Según vimos, mediante la Resolución 

recurrida, el TPI denegó la solicitud de los peticionarios para que se 

celebrara una vista evidenciaria a esos efectos. Los peticionarios insisten 
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en que ello tuvo el efecto de despojarlos de la oportunidad de desfilar 

prueba sobre la deseabilidad de la descertificación, conforme dispone la 

Regla 20.3 (a) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V., R. 20.3 (a).20 Sin 

embargo, como suele suceder, el derecho pauta la norma, más los 

hechos la ponen en contexto.  

 En su alegato de treinta y nueve (39) páginas, cuyo exceso 

autorizamos, los peticionarios emprenden un peregrinaje multi-

jurisdiccional, esbozando normas de derecho que, en última instancia, se 

abstraen de lo acontecido en este caso. Y es que, aun cuando citan 

decenas de casos federales donde se reitera lo que aquí ya se conoce- 

que un pleito de clase debe ceñirse en todo momento a los parámetros 

de certificación- los peticionarios omiten de su discusión la razón por la 

que el TPI declinó dar mayor consideración a su solicitud.  

 En este caso, observamos que el TPI denegó celebrar la vista 

evidenciaria, no porque el Tribunal Supremo hubiera resuelto 

anteriormente que procedía la certificación de Clase y ello fuera “ley del 

caso”, sino porque los peticionarios no adujeron nuevos fundamentos que 

pudieran variar la conveniencia de mantener el pleito como de uno de 

clase. Como vimos, el TPI concluyó que los fundamentos esbozados por 

los peticionarios en su solicitud ya habían sido planteados sin mayor 

éxito. Es decir, no consignaron la ocurrencia de algún acontecimiento 

distinto, que ameritara poner en marcha el procedimiento bajo la Regla 

20.3 de Procedimiento Civil, supra, y celebrar una vista evidenciaria a los 

efectos. Esa determinación recae dentro del ámbito discrecional del foro 

recurrido y está sujeta a un examen de abuso de discreción. No 

encontramos ninguno.  

 Los argumentos de los peticionarios relacionados a la imprecisión 

y/o inaplicabilidad del modelo económico propuesto por los recurridos, 

tampoco nos mueven a expedir el auto solicitado. Los peticionarios nos 

urgen a interceder porque entienden que, con lo expresado en la 

                                                 
20 La misma establece que “[t]an pronto como sea factible, luego del comienzo de un 
pleito traído como pleito de clase, el tribunal, previa celebración de vista, determinará si 
se mantendrá como tal”.  
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Resolución, el TPI “prejuzgó” lo concerniente a la determinación y 

concesión de daños en este pleito cuando manifestó que dicho modelo 

era compatible con la teoría del caso. Nuevamente, los peticionarios 

ignoran el contexto. Y es que, si bien se dijo lo anterior, observamos que 

ello se dijo con el propósito de hacerle entender a estos que su 

inconformidad con la alegada falta de precisión del modelo económico no 

era fundamento válido para dar paso a la descertificación. En este caso el 

TPI dejó claro que se celebrará una vista de daños. La deseabilidad de 

utilizar el referido modelo económico para cuantificar el daño sufrido por 

la Clase es un asunto probatorio que, como bien aclaró dicho foro, “[l]a 

vista de daños dará oportunidad a los codemandados [peticionarios] para 

derrotar la confiabilidad de dicho informe en los méritos”.21 

 Es decir, una lectura desapasionada del dictamen recurrido nos 

permite observar que, contrario a la contención de los peticionarios, el TPI 

aún no ha concluido que en este caso la Clase sufrió un daño, o que, de 

concederse una indemnización, la misma se determinará y distribuirá 

exclusivamente de conformidad al modelo económico propuesto por la 

Clase. Por tanto, luego de examinar los autos del caso, el derecho 

aplicable, así como el margen discrecional que reviste la determinación 

de la que se recurre, declinamos la invitación de los peticionarios.  

IV 

 Por los fundamentos que anteceden, y en el ejercicio de nuestra 

discreción, denegamos la expedición del auto de certiorari solicitado.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.   

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

                                                 
21 Apéndice del certiorari, pág. 198.  


